
5. Corte Suprema - Derecho Procesal Penal 

Cultivo de cannabis sativa y tenencia ilegal de arma prohibida. I. Actuación de la 
policía, por regla general, se realiza bajo las instrucciones del Ministerio Público. 
Actuaciones de la policía sin orden previa. II. Confesión espontánea del acusado 
mientras los funcionarios investigadores llevan a cabo las actuaciones propias 
de su labor. Actuación de la policía que no excede sus márgenes de actuación. 
Entrada y registro de inmueble con autorización de la dueña de la propiedad, 
madre del imputado

Hechos

Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal dicta sentencia condenatoria por el delito de 
cultivo de cannabis sativa y delito de tenencia ilegal de arma prohibida. Defensa 
de condenado recurre de nulidad. La Corte Suprema rechaza el recurso deducido.

Antecedentes del fallo:
Tipo: Recurso de nulidad penal (rechazado).
Rol: 29950-2019, de 10 de febrero de 2020.
Partes: Ministerio Público con Luis Yáñez Salas.
Ministros: Sr. Carlos Künsemüller L., Sr. Haroldo Osvaldo Brito C., Sr. Ma-
nuel Antonio Valderrama R., Sr. Juan Manuel Muñoz P. y Abogada Integrante 
Sra. Leonor Etcheberry C.

Doctrina

I.	 La regla general de la policía es que sus actuaciones se realicen bajo las 
órdenes o instrucciones del Ministerio Público y como excepción, su des-
empeño autónomo en la ejecución de gestiones y detenciones en precisos y 
determinados casos delimitados claramente por el legislador, que incluso ha 
fijado un límite temporal para su vertiente más gravosa (las detenciones) con 
el objeto de eliminar o reducir al máximo la discrecionalidad en el actuar 
policial del que se derive restricción de derechos. Dicha regulación, trata 
entonces, de conciliar una efectiva persecución y pesquisa de los delitos, con 
los derechos y garantías de los ciudadanos, estableciéndose en forma general 
la actuación subordinada de los entes encargados de la ejecución material 
de las órdenes de indagación y aseguramiento de evidencias y sujetos de 
investigación al órgano encargado por ley de la referida tarea, los que a su 
vez actúan conforme a un estatuto no menos regulado –y sometido a control 
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jurisdiccional– en lo referido a las medidas que afecten los derechos consti-
tucionalmente protegidos de los ciudadanos. De su tenor entonces, aparece 
evidente que en cuanto se trata de normativa de excepción, estricta y precisa 
por la naturaleza de los derechos afectados en su consagración, su interpre-
tación debe sujetarse a parámetros semejantes de restricción (considerando 
15º de la sentencia de la Corte Suprema).

II.	 Mientras los funcionarios investigadores llevan a cabo las actuaciones propias 
de su labor, dentro de las cuales se encuentra verificar los hechos denunciados 
como delito, deben apegarse a las facultades que la ley le otorga, no obstante 
lo cual debe considerarse que en tales pesquisas pueden ocurrir situaciones 
que escapan a su actividad y a su control, principalmente en la respuesta 
de los individuos que intervengan en esas actividades. Es así que no resulta 
controlable que un imputado que mantiene especies vegetales cuya posesión 
se encuentra prohibida en su casa habitación, ante la presencia de los fun-
cionarios policiales reconozca espontáneamente el hecho sin dar a la policía 
oportunidad de detener su relato para dar cumplimiento a las formalidades 
previstas en la ley, cuestión que es diametralmente opuesta a la práctica de 
un interrogatorio al encartado, en que los policías formulen preguntas ob-
viando la prohibición de efectuarlo sin la presencia de su defensor. En suma, 
no aparece en este caso actuación ilegal que reprochar a los funcionarios 
investigadores, desde que no incurrieron en acción alguna que exceda sus 
márgenes de actuación y que haya motivado la espontánea confesión del 
acusado (considerando 8º de la sentencia de la Corte Suprema). 
Tratándose de una entrada y registro a un domicilio particular, hipótesis 
en la que se restringen o perturban derechos de los ocupantes, resultan 
aplicables los preceptos contenidos en los artículos 205 y 206 del Código 
Procesal Penal. El primero alude a la autorización expresa del propieta-
rio o encargado del lugar o a la obtención de una autorización judicial, 
en caso contrario. Por su parte, el segundo precepto permite la entrada y 
registro sin el aludido consentimiento o autorización en caso que existan 
llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el interior u otros 
signos evidentes indicaren que en el recinto se está cometiendo un delito. 
Luego, el ingreso a la habitación del acusado fue bajo el amparo de lo 
establecido en el artículo 205 inciso 1º del Código Procesal Penal, el cual 
señala: “Cuando se presumiere que el imputado, o medios de comprobación 
del hecho que se investigare, se encontrare en un determinado edificio o 
lugar cerrado, se podrá entrar al mismo y proceder al registro, siempre que 
su propietario o encargado consintiere expresamente en la práctica de la 
diligencia”. En el caso sub lite aparece que al entrevistar a la madre del 
imputado en el marco de la investigación por un delito de cultivo de especies 
vegetales, los funcionarios policiales obtuvieron de ella la autorización para 
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entrar y registrar el inmueble de su propiedad y que también era habitado 
por su hijo, el imputado. En consecuencia, debe entenderse que los policías 
legítimamente podían realizar tal diligencia, por tanto, la presente impug-
nación al procedimiento policial referida a la infracción a la garantía de 
la inviolabilidad del hogar resulta infundada (considerandos 11º y 12º de 
la sentencia de la Corte Suprema).

Cita online: CL/JUR/86921/2020

Normativa relevante citada: Artículos 83, 91, 93, 205 inciso 1º del Código 
Procesal Penal.

La ruta de acceso para el hallazgo casual

Mg. Claudio Quintana Román

Universidad Alberto Hurtado

La sentencia de la Corte Suprema objeto de análisis se pronuncia sobre un 
recurso de nulidad interpuesto por la defensa del condenado, fundado en el 
art. 373 letra a) del Código Procesal penal1, a fin de anular el fallo de primera 
instancia que condenó a Luis Yáñez Salas, como autor del delito contenido en el 
art. 8º de la Ley Nº 20.000, así como autor del delito de tenencia de arma prohi-
bida previsto en el artículo 3 y sancionado en el artículo 13 de la Ley Nº 17.798, 
ambos realizados el 10 de abril de 20172. La sentencia en comento permite un 
análisis crítico a partir de dos instituciones de carácter procesal penal, a saber: 
(i) sobre la figura de la autoincriminación y, por lo tanto, los alcances y garantías 
que la acompañan; y, (ii) sobre las facultades autónomas de la policía en el siste-
ma procesal penal chileno y, por lo tanto, sobre los límites de estas. En términos 
objetivos, ambas dimensiones de análisis, a su vez, fueron parte de los argumentos 
esgrimidos por la defensa a fin de desestimar la sentencia de primera instancia 
y, en consecuencia, solicitar la nulidad. El siguiente análisis se concentrará en la 
segunda de las aristas, esto es, en lo que dice relación con las facultades autónomas 
de las policías y, en particular, sobre la figura del “hallazgo causal” contenida en 

1  En lo que respecta a este comentario, importa el fundamento reproducido en el considerando 
noveno de la Corte Suprema, reproducido en el apartado III de la sección doctrina. 

2  La primera imputación recibirá el título de supuesto 1 mientras que la segunda de su-
puesto 2. Los hechos relacionados con ambos supuestos se encuentran en la sección hechos de 
este comentario. 
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el art. 215 del Código Procesal Penal3. Lo anterior, toda vez que, además de ser 
parte del argumento de la defensa, es viable reconocer una falta de delimitación 
clara por parte de la magistratura, en torno al ámbito de aplicación de la misma 
y, por lo tanto, en torno a cuándo la policía puede hacer uso de ella4. 

Como bien es sabido, uno de los ejes que acompañan a un sistema procesal 
penal moderno dice relación con la compatibilidad entre la variable del legíti-
mo derecho de un Estado a perseguir y sancionar delitos, por una parte, con la 
obligación de respetar los derechos (lato sensu) de los ciudadanos en esa tarea, 
por otra. En este contexto, uno de sus puntos neurálgicos de dicho eje, y, por 
lo tanto, que impacta en las variables, dice relación con las facultades autóno-
mas de la policía en el proceso penal, toda vez que el otorgamiento de ellas, 
así, como su expansión, implica para el eje un aumento de la primera variable 
sobre la segunda5. En términos amplios, se habla de facultades autónomas de 
la policía, para referirse a aquellas diligencias que requieren generalmente 
una validación ex post a su realización (p. ej., informar de la actuación una vez 
realizada), que a una validación ex ante (lo que generalmente se concretiza a 
través de una autorización judicial para actuar). Por lo tanto, en este escenario, 
la autonomía no implica independencia frente a otros funcionarios, sino que 
importa que el momento de validación de una actuación policial es posterior a 
su realización (ex post)6. 

El legislador, consciente de aquello, delimitó claramente cuáles eran esas 
facultades y escenarios posibles a fin de que las policías actuasen sin orden 
previa. En particular, es viable reconocer que el sistema procesal penal chileno, 
incluye una cláusula general de esas facultades en el art. 83 del Código Procesal 
Penal, el que, a su vez, es compatible con otras disposiciones del mismo ramo 
(particularmente con las situaciones de flagrancia que recoge en el art. 130 del 
mismo). No obstante, también el sistema contiene disposiciones específicas para 
el actuar autónomo de la policía, las que, con todo, son compatibles con aquella 
cláusula general (por ejemplo, lo que dice relación con la entrada y registro sin 
previa orden judicial, arts.  204 y 205). Entre aquellas disposiciones que son 

3  La figura del hallazgo causal, como integrante de las facultades autónomas de la policía, 
se puede ver en, Oliver Calderón, Guillermo, “Facultades autónomas de la policía en el sistema 
procesal penal chileno”, en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso 51 
(2018), pp. 63-64.

4  En cambio, respecto a la primera arista de análisis, no parecen existir puntos críticos en 
el razonamiento de la Corte. 

5  Cfr. Oliver Calderón, ob. cit., pp. 36-39.
6  Con todo, lo anterior debe leerse en el sentido de que, aun en el contexto de las facultades 

autónomas, ellas se encuentran previamente delimitadas por el legislador. 
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compatibles con la cláusula general, y que otorgan facultades autónomas, se 
encuentra la figura del hallazgo casual del art. 215 del CPP. 

Respecto de esta figura, téngase en primer lugar el siguiente razonamiento de 
la Corte para con la defensa y los hechos establecidos: La Corte Suprema recoge 
los hechos de la sentencia de primera instancia, y señala que la entrada y registro 
de la propiedad donde se encontraron las plantas de cannabis así, como, el arma 
“hechiza”, había sido en el contexto del art. 205 del CPP, esto es, se trataba de 
un supuesto de entrada y registro que contaba con previa autorización de la 
dueña del inmueble (considerandos décimo y undécimo). Luego de describir el 
supuesto 1 y, por lo tanto, la imputación a título del delito contenido en el art. 8 
de la Ley Nº 20.000, señala la Corte que la policía entró a la casa del inmueble y 
que ese contexto dio con el arma “ilegal” (considerandos décimo y undécimo). 
Respecto de este último supuesto, la defensa mediante un recurso de nulidad 
fundado en la causal a)  del art.  373 del CPP, señaló que se había violado el 
derecho de inviolabilidad del hogar y que, en específico, se había infringido la 
disposición del art. 215 del CPP, esto es, la del hallazgo casual, toda vez que la 
policía no contaba con una orden judicial previa para realizar dichas diligencias 
(las que decían relación con el supuesto Nº 2) (Considerando Decimotercero). 
A propósito de esto último, la Corte Suprema rechazó el recurso de nulidad, 
estableciendo que a partir del año 2016 y, en particular, mediante la reforma de 
la Ley Nº  20.931, el requisito de orden judicial previa que exigía la disposición 
había sido eliminado (considerando decimoséptimo). Por lo tanto, que el actuar 
de la policía en los hechos y, en específico, en el supuesto Nº 2, había sido correc-
to, toda vez que no era necesaria una autorización judicial previa para proceder. 
Respecto de esto último, es cierto que en el año 2016 mediante la reforma de la 
Ley Nº 20.931, se eliminó la exigencia de una orden judicial previa para proceder 
en el contexto de un hallazgo casual. No obstante, como veremos, ello no significó 
que se eliminará por completo dicha exigencia de la norma. 

Lo anterior, implicó que el razonamiento de la Corte para desechar el argu-
mento de la defensa fuese falaz en un doble sentido: En primer lugar, puesto que 
parece ser que más bien el contexto fáctico objeto de imputación del supuesto 2, 
no era un supuesto de aplicación de la norma del hallazgo casual, sino que más 
bien un supuesto de flagrancia7 y, por lo tanto, no era necesaria autorización ju-
dicial previa alguna. Lo anterior, toda vez que en cuanto se descubrió el supuesto 
1, la policía pasó de un estado de sospecha a uno de flagrancia, esto es, pasó 

7  Es importante tener en consideración que ambas figuras son diametralmente diversas, 
puesto que, mientras la figura de flagrancia implica la existencia real y ostensible de un delito, la 
del hallazgo casual únicamente dice relación con la sospecha de un delito a partir de determinados 
objetos. Para esto último ver: 



350 Revista de Ciencias Penales
Sexta Época, Vol. XLVII, 1er Semestre (2020), Páginas 345 - 360

Jurisprudencia 5. Corte Suprema - Derecho Procesal Penal

de sospechar la existencia del ilícito de la Ley Nº 20.000 a tener conocimiento 
cierto de la existencia del ilícito. Es en este contexto, que la policía procedió a 
registrar otras zonas del inmueble, lo que fue (y es) amparado por el art. 129 
del CPP. Es en ese preciso registro, en el que la policía descubre el supuesto 2 
y, por lo tanto, evidencia una situación de flagrancia para con el ilícito de la 
Ley Nº 17.798. Como es posible evidenciar, no se trataba de un hallazgo casual, 
puesto que no se descubrieron e incautaron objetos y/o documento que tuviesen 
relación con la sospecha de un delito distinto al primero, sino que se descubrió la 
existencia de un delito distinto. A propósito de esto último, son esclarecedoras 
las palabras de Ximena Marcazzolo, en un comentario a la primera versión de 
la norma, esto es, cuando se exigía la orden judicial previa explícitamente, pero 
pertinente en lo que aquí respecta, al señalar “[…], si surge evidencia respecto de 
otro hecho es razonable estimar que es necesario solicitar una nueva orden judicial, 
pero si la evidencia o documentos correspondientes al nuevo delito por si [sic] mis-
mos configuran la existencia de un ilícito flagrante, naturalmente dicha orden no 
será necesaria ya que rigen las reglas generales y la policía está autorizada para 
incautar especies en caso de delito flagrante”8. En consecuencia, la Corte pudo 
haber desestimado el argumento de la defensa, únicamente estableciendo que el 
supuesto fáctico en el que actuó la policía era más bien uno de flagrancia que de 
“hallazgo casual” y, por lo tanto, que no era en absoluto necesaria la exigencia 
de una autorización judicial previa. 

En segundo lugar, aun cuando se eliminó la exigencia de la orden judicial 
previa para con el hallazgo casual, no es cierto que la disposición prescinda 
de esta exigencia por completo. Por ello, si hipotéticamente este hubiese sido 
el contexto para la imputación del supuesto 2 (que a través de la sospecha se 
llegase a la certeza del segundo delito) tampoco hubiese sido posible aplicar la 
disposición del hallazgo casual, y no porque no sea necesaria una orden judicial 
previa para la incautación de los objetos que “levantan” la sospecha, sino que, 
porque la norma del hallazgo casual no puede ser aplicable en los supuestos 
que la entrada y registro de un inmueble haya “comenzado” por autorización 
del dueño del inmueble9, esto es, se haya iniciado en el contexto del art. 205 del 
CPP. Lo anterior, se desprende del texto de la disposición al señalar “art. 215. 
Objetos y documentos no relacionados con el hecho investigado. Si durante la prác-
tica de la diligencia de registro se descubriere objetos o documentos que permitieren 
sospechar la existencia de un hecho punible distinto del que constituyere la materia 

8  Marcazzolo Awad, Ximena, “Hallazgos casuales en relación con los delitos de tráfico 
ilícito de drogas”, en Revista Jurídica del Ministerio Público 34 (2008), p. 151. Las negritas fueron 
añadidas en este comentario. 

9  Este aspecto, entre los autores, no parece levantar dudas al momento de referirse a la norma.
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del procedimiento en que la orden respectiva se hubiere librado, podrán proceder a 
su incautación, debiendo dar aviso de inmediato al fiscal, quien los conservará”10. 
En otras palabras, la ruta para aplicar la disposición del hallazgo casual sólo 
es posible en supuestos que exista una orden judicial previa para la entrada y 
registro lo que, entre otras cosas, permite un grado de compatibilización con el 
principio de especialidad en materia procesal penal11. La incautación requiere 
una validación ex post (art. 215 del CPP), pero en el contexto de una validación 
ex ante. Por lo tanto, no es correcto el razonamiento de la Corte en el sentido de 
que era posible la aplicación del hallazgo casual, bajo el alero de que la policía 
no necesitaba orden judicial previa a partir de la reforma de la Ley Nº 20.931 
del año 2016, toda vez que la misma norma indica que ella es aplicable en el 
contexto de una entrada y registro con orden judicial previa12. 

10  Artículo 215 del Código Procesal Penal, Chile. El texto en letra cursiva fue agregado en 
este comentario. 

11  Ver, Núñez Ojeda, Raúl; Beltrán Calfurrapa, Ramón; Santander Akkrass, Nicolás, “Los 
hallazgos casuales en las diligencias de incautación e intervención de las comunicaciones digitales 
en Chile. Algunos problemas”, en Política Criminal, vol. 14, Nº 28 (2019), p. 163.

12  Con todo, y de lege data, tal como señala Guillermo Oliver, es viable cuestionar la 
constitucionalidad de la disposición, a propósito de su incompatibilidad con el art.  83 de la 
Constitución Política de la República, ver, Oliver Calderón, ob. cit., p. 63.

Corte Suprema

Santiago, diez de febrero de dos 
mil veinte.

Vistos:
En esta causa RUC Nº 1700341406-

k y RIT Nº 185-2019 del Tribunal de 
Juicio Oral en lo Penal de Rancagua, se 
condenó a Luis Eduardo Yáñez Salas a 
las penas de tres años y un día de presi-
dio menor en su grado máximo y a las 
accesorias de inhabilitación absoluta 
perpetua para derechos políticos y la 
de inhabilitación absoluta para cargos 
y oficios públicos durante el tiempo 
de la condena, por su responsabilidad 
como autor del delito de tenencia de 
arma prohibida previsto en el artículo 
3º y sancionado en el artículo 13 de la 

Ley Nº 17.798, cometido en Rancagua 
el 10 de abril de 2017.

También se le condenó a sesenta y 
un días de presidio menor en su grado 
mínimo, multa de cinco unidades tri-
butarias mensuales y a la suspensión 
de cargo u oficio público durante el 
tiempo de la condena, como autor de 
una infracción consumada dispuesta 
en el artículo 8º de la Ley Nº 20.000, 
cometida en Rancagua el 10 de abril 
de 2017.

Contra esta sentencia la asesoría le-
gal del incriminado interpuso recurso 
de nulidad cuya vista se verificó el día 
veintiuno de enero del año en curso, 
citándose a los intervinientes a la lec-
tura del fallo para el día de hoy, según 
consta del acta levantada al efecto.
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Y considerando: 
Primero: Que el arbitrio se funda 

en la causal de la letra a) del artículo 
373 del Código Procesal Penal, por 
infracción al debido proceso al obtener 
prueba de manera ilegal, vulnerando 
derechos fundamentales de su repre-
sentado contemplados en los artículos 
19 Nº  3 inciso 5º, Nº  4 y Nº  5 de la 
Constitución Política de la República, 
por cuanto una vez que los funcionarios 
policiales llegan al domicilio del acusa-
do le consultan si son suyas las plantas 
de marihuana que se encontraban en 
el patio posterior de su domicilio, con-
testando el imputado afirmativamente, 
sin habérsele informado previamente 
de su legítimo derecho a guardar silen-
cio y a no incriminarse. 

También se vulneró el derecho fun-
damental a la inviolabilidad del hogar 
de la madre de su representado, quien 
es propietaria del inmueble ubicado en 
Hortensia Bussi 02111, de la ciudad de 
Rancagua, por cuanto la información 
que se le entrega a ella es que se está 
investigando una infracción a la Ley 
Nº 20.000, en particular un delito de 
cultivo de especies vegetales tipo can-
nabis, pues se denunció que tendría 
unas plantas de marihuana en el patio 
posterior de su domicilio, y es a raíz 
de esa información que ella autoriza a 
los funcionarios de Carabineros para 
ingresar al domicilio, no obstante 
que ellos ya habrían hecho ingreso al 
mismo, excediendo la autorización de 
la propietaria por cuanto estaban ago-
tadas las diligencias respecto al delito 
de cultivo de cannabis y, no obstante lo 
cual, entraron al interior del domicilio 

de la familia en donde habrían encon-
trado una escopeta hechiza.

Así, las infracciones se concretaron 
desde el momento en que los funcio-
narios policiales ingresan a la casa, 
registran el interior del inmueble y 
sus dependencias, incautando una 
escopeta hechiza que estaba dentro de 
una mochila en uno de los dormitorios, 
a pesar que dicha diligencia se decretó 
en el marco de una investigación por el 
delito cultivo de especies vegetales de 
la Ley Nº 20.000. 

Agrega que esta circunstancia está 
prevista en el artículo 215 del Código 
Procesal Penal, que regula la figura 
del hallazgo casual, norma que obliga 
a informar al fiscal a fin que obtenga 
una autorización judicial para la in-
cautación. 

Concluye solicitando que se acoja el 
recurso, se declare la nulidad del juicio 
oral y de la sentencia pronunciada y 
que se verifique un nuevo juicio oral 
ante Tribunal no inhabilitado, exclu-
yendo toda la prueba.

Segundo: Que la defensa rindió 
como prueba en estrados, segmentos 
correspondientes al registro de audio 
de las declaraciones en el juicio oral 
de Rebeca Salas, madre del imputado 
y Carlos Rojas, funcionario policial.

Tercero: Que la resolución atacada 
tuvo por establecidos en el consideran-
do noveno los siguientes acontecimien-
tos: “El día 10 de abril de 2.017, a raíz 
de una información anónima recabada 
con anterioridad por personal de la SIP 
Rancagua y, comprobadas en el curso 
de aquel mismo día, Luis Eduardo 
Yáñez Salas, fue sorprendido en su 



353Revista de Ciencias Penales
Sexta Época, Vol. XLVII, 1er Semestre (2020), Páginas 345 - 360

Cultivo de cannabis sativa y tenencia ilegal de arma prohibida

domicilio de Calle Hortensia Bussi 
02111, Villa Nuevo Horizonte de esta 
ciudad, con la cantidad de 2 plantas 
vivas –adultas– de marihuana, sin 
contar con la competente autorización 
para desarrollar esa conducta”.

Estos hechos fueron calificados 
como un delito consumado de cultivo 
de cannabis sativa, previsto y sancio-
nado en el artículo 8º inciso 2º de la 
Ley Nº 20.000.

Cuarto: Que la sentencia recurri-
da también da por acreditados en su 
fundamento décimo las siguientes cir-
cunstancias fácticas: “el día 10 de abril 
del año 2017, personal de la SIP de 
Rancagua, sorprendió a Luis Eduardo 
Yáñez Salas, en el domicilio ubicado 
en calle Hortensia Bussi 02111, Villa 
Nuevo Horizonte de esta ciudad, quien 
mantenía al interior de su dormitorio 
dentro de una mochila una escopeta 
artesanal o hechiza, compuesta por dos 
cañones yuxtapuestos, calibre 12 y un 
cartucho calibre 16 sin percutir, apta 
para el disparo, sin contar con autori-
zación para poseer dichas especies”.

Tales hechos, fueron calificados 
como un delito consumado de tenen-
cia de arma de fuego, establecido en 
el artículo 3º inciso 3º, en relación al 
artículo 13, ambos de la Ley Nº 17.798, 
sobre Control de Armas, bajo la hipó-
tesis de ser un “arma de fabricación 
artesanal”.

Quinto: Que el recurso de nulidad 
invoca como primer fundamento de la 
causal contemplada en el artículo 373 
letra a) del Código Procesal Penal, la 
vulneración del derecho que tiene el 
imputado a guardar silencio.

Respecto a este acápite cabe recor-
dar que la sentencia da por estable-
cido que la “autoincriminación” del 
encartado en el inmueble donde se 
encontraban las plantas, obedece a que 
el acusado manifestó a los funcionarios 
policiales “en forma espontánea ... que 
sí mantenía plantas de marihuana en 
su casa y como ya contaban con la au-
torización para ingresar, lo hicieron”. 

Sexto: Que, en lo tocante al derecho 
a guardar silencio y de no autoincri-
minarse, es del caso traer a colación la 
premisa básica prevista en el artículo 
8.2 letra g) de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, cual es 
el derecho a no ser obligado a decla-
rar contra sí mismo ni a declararse 
culpable, lo que también previene el 
artículo 14.3 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos.

Tal contenido es recogido en el 
artículo 93 letra g) del Código Procesal 
Penal, al disponer que “todo imputado 
podrá hacer valer, hasta la terminación 
del proceso, los derechos y garantías 
que le confieren las leyes. En especial, 
tendrá derecho a: g) Guardar silencio 
o, en caso de consentir en prestar de-
claración, a no hacerlo bajo juramento. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos 91 y 102, al ser informado 
el imputado del derecho que le asiste 
conforme a esta letra, respecto de la 
primera declaración que preste ante el 
fiscal o la policía, según el caso, deberá 
señalársele lo siguiente: Tiene derecho 
a guardar silencio. El ejercicio de este 
derecho no le ocasionará ninguna con-
secuencia legal adversa; sin embargo, 
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si renuncia a él, todo lo que manifieste 
podrá ser usado en su contra”.

A su turno, el artículo 91 del mismo 
cuerpo legal dispone que “La policía 
sólo podrá interrogar autónomamente 
al imputado en presencia de su de-
fensor. Si éste no estuviere presente 
durante el interrogatorio, las preguntas 
se limitarán a constatar la identidad 
del sujeto.

Si, en ausencia del defensor, el 
imputado manifestare su deseo de 
declarar, la policía tomará las medidas 
necesarias para que declare inmedia-
tamente ante el fiscal. Si esto no fuere 
posible, la policía podrá consignar las 
declaraciones que se allanare a prestar, 
bajo la responsabilidad y con la auto-
rización del fiscal. El defensor podrá 
incorporarse siempre y en cualquier 
momento a esta diligencia”.

Estas normas entonces, previenen 
las condiciones en que los imputados 
pueden prestar declaraciones ante los 
funcionarios policiales y el Ministerio 
Público. 

Séptimo: Que, siendo ese el marco 
de actuación de la policía respecto de 
imputados, se hace necesario acudir al 
contexto fáctico que rodeó la declara-
ción del imputado Yáñez Salas, a fin 
de determinar si tal delimitación ha 
sido excedida.

Cabe dejar constancia entonces, que 
según se desprende de las alegaciones 
vertidas en estrados por los intervi-
nientes, la policía concurre al domicilio 
del imputado luego de obtener de su 
madre, la autorización para registrar 
el inmueble donde se encontraban las 
plantas. En ese lugar, se entrevistan 

con el imputado, quien les manifiesta 
que tenía tales especies vegetales. Así 
también aparece de la lectura de la 
sentencia, en los pasajes en que se 
reproducen los dichos de los policías 
en el juicio y los hechos que dan por 
establecidos los jueces para desechar 
la alegación de la defensa.

Octavo: Que de esta manera, mien-
tras los funcionarios investigadores 
llevan a cabo las actuaciones propias 
de su labor, dentro de las cuales se 
encuentra verificar los hechos denun-
ciados como delito, deben apegarse 
a las facultades que la ley le otorga, 
no obstante lo cual debe considerarse 
que en tales pesquisas pueden ocurrir 
situaciones que escapan a su actividad 
y a su control, principalmente en la 
respuesta de los individuos que inter-
vengan en esas actividades. Es así que 
no resulta controlable que un imputado 
que mantiene especies vegetales cuya 
posesión se encuentra prohibida en su 
casa habitación, ante la presencia de 
los funcionarios policiales reconozca 
espontáneamente el hecho sin dar a 
la policía oportunidad de detener su 
relato para dar cumplimiento a las 
formalidades previstas en la ley, cues-
tión que es diametralmente opuesta 
a la práctica de un interrogatorio al 
encartado, en que los policías formu-
len preguntas obviando la prohibición 
de efectuarlo sin la presencia de su 
defensor. En suma, no aparece en este 
caso actuación ilegal que reprochar a 
los funcionarios investigadores, desde 
que no incurrieron en acción alguna 
que exceda sus márgenes de actuación 
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y que haya motivado la espontánea 
confesión del acusado.

A mayor abundamiento, y sin ser 
determinante, no resulta posible enten-
der que la sola presencia policial haya 
generado en el imputado un grado tal 
de amedrentamiento que le hubiese 
forzado a confesar los hechos, dado 
el contexto en que se encontraba –en 
la casa de su madre–, de manera que 
contaba con un contexto protegido ante 
la eventual amenaza de los funcionarios 
que, de haber ocurrido, habría sido 
reclamada por él o su madre, circuns-
tancia que, en todo caso, debía ser 
acreditada. En suma, ese aspecto de 
la causal del recurso de nulidad será 
desechada.

Noveno: Que, también fundamenta 
la causal del artículo 373 letra a) del 
Código Procesal Penal en la vulne-
ración del derecho fundamental a la 
inviolabilidad del hogar de la madre de 
su representado, quien es la propietaria 
del inmueble, atendido que la informa-
ción que se le entrega para obtener la 
autorización de entrada se refiere a la 
investigación de un delito de cultivo 
de especies vegetales tipo cannabis, y 
a raíz de esa información ella autorizó 
a los funcionarios de Carabineros los 
que, excediendo tal consentimiento, 
estando concluidas las diligencias res-
pecto de tal ilícito, hicieron ingreso al 
interior del domicilio de la familia en 
donde habrían encontrado la escopeta 
hechiza.

Al respecto, conviene aclarar que 
para la decisión del arbitrio en examen, 
esta Corte razonará sobre la base de los 

hechos establecidos por los jueces de la 
instancia en su fallo.

Como se advierte de la lectura del 
fallo en estudio, las circunstancias en 
que se produjo el ingreso al inmueble, 
el hallazgo de las sustancias estupefa-
cientes y arma, fueron discutidas en 
el juicio oral en relación al acusado 
Yáñez Salas, instancia en que la prue-
ba rendida fue sometida al escrutinio 
de todos los intervinientes así como 
del tribunal, ello bajo el respeto de 
los principios de bilateralidad de la 
audiencia, oralidad, publicidad e in-
mediación. Corolario de esta actividad 
probatoria, los sentenciadores fijaron 
los hechos ya reproducidos en el basa-
mento tercero, conforme a las normas 
que rigen la apreciación de la prueba 
en este proceso.

Derivado de lo anterior, es que 
en esta sede no pueden desconocerse 
dichos hechos, asentados por los magis-
trados del grado, para sustituirlos por 
aquellos consignados en los anteceden-
tes esgrimidos en el arbitrio referente 
al registro del inmueble, lugar donde se 
encontró la escopeta hechiza, circuns-
tancia que significaría la posibilidad 
de transformar el recurso de nulidad 
en una nueva instancia para discutir 
los hechos ya fijados por el Tribunal y 
se instalaría de paso una oportunidad 
para que la defensa debata nuevamente 
los presupuestos fácticos establecidos 
por los sentenciadores de la instancia. 

Décimo: Que el fallo en su motivo 
noveno consignó sobre la justificación 
del ingreso al domicilio del encausado 
que “la autorización entregada en este 
caso por Rebeca Salas Pino a los funcio-
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narios de la SIP, cumplió con todas las 
exigencias del artículo 205 del Código 
Procesal Penal y ante tal escenario, 
el actuar posterior de la policía en su 
domicilio –que en aquella época com-
partía con el acusado– se encontró ajus-
tado a derecho, entendiendo que luego 
de la recepción de la información de ri-
gor, la dueña de la casa estaba en pleno 
conocimiento de sus derechos, por lo 
que su aquiescencia permitió y validó 
a los funcionarios aprehensores no solo 
para ingresar al mentado inmueble, 
en busca de las plantas de marihuana 
que habían sido denunciadas, sino que 
además, por la naturaleza del ilícito in-
vestigado, también estaban facultados 
para entrar a la vivienda en busca de 
más droga, fuera está elaborada o en 
proceso de secado, lo que resulta de 
toda lógica, y es en ese contexto, que 
los carabineros encontraran al interior 
de un bolso negro, que se hallaba en 
el dormitorio del reprochado el arma 
prohibida incautada, lleva a sostener 
que el descubrimiento de dicha esco-
peta artesanal era un hecho inevitable 
y además amparado por la visación que 
momentos antes, hizo la propietaria de 
la casa allanada, a los carabineros que 
se la solicitaron, respecto de la facultad 
de ingreso, registro e incautación en el 
mentado inmueble”.

Undécimo: Que, tratándose de una 
entrada y registro a un domicilio parti-
cular, hipótesis en la que se restringen 
o perturban derechos de los ocupan-
tes, resultan aplicables los preceptos 
contenidos en los artículos 205 y 206 
del Código Procesal Penal. El prime-
ro alude a la autorización expresa del 

propietario o encargado del lugar o a 
la obtención de una autorización judi-
cial, en caso contrario. Por su parte, el 
segundo precepto permite la entrada y 
registro sin el aludido consentimiento 
o autorización en caso que existan 
llamadas de auxilio de personas que 
se encontraren en el interior u otros 
signos evidentes indicaren que en el 
recinto se está cometiendo un delito. 

Duodécimo: Que zanjado lo anterior, 
el ingreso a la habitación del acusado 
fue bajo el amparo de lo establecido 
en el artículo 205 inciso primero del 
Código Procesal Penal, el cual señala: 
“Cuando se presumiere que el impu-
tado, o medios de comprobación del 
hecho que se investigare, se encontrare 
en un determinado edificio o lugar 
cerrado, se podrá entrar al mismo y 
proceder al registro, siempre que su 
propietario o encargado consintiere 
expresamente en la práctica de la dili-
gencia”. En el caso sub lite aparece que 
al entrevistar a la madre del imputado 
en el marco de la investigación por un 
delito de cultivo de especies vegetales, 
los funcionarios policiales obtuvieron 
de ella la autorización para entrar y 
registrar el inmueble de su propiedad 
y que también era habitado por su 
hijo, el imputado Yáñez Salas. En 
consecuencia, debe entenderse que los 
policías legítimamente podían realizar 
tal diligencia, por tanto, la presente 
impugnación al procedimiento policial 
referida a la infracción a la garantía 
de la inviolabilidad del hogar resulta 
infundada.

Decimotercero: Que en cuanto a 
que la infracción a la garantía de la 
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inviolabilidad del hogar, se concretó 
cuando los funcionarios policiales 
ingresan y registran el interior del 
inmueble, incautando una escopeta 
hechiza que se encontraba dentro de 
una mochila en uno de los dormitorios, 
sin que se cumpliera con las exigencias 
del artículo 215 del Código Procesal 
Penal respecto del hallazgo casual, 
debe señalarse que el Código Procesal 
Penal entrega facultades autónomas 
de actuación al personal policial, en lo 
referido al hallazgo casual de objetos 
que permitieren sospechar la existencia 
de un hecho punible distinto del que 
constituyere la materia principal del 
procedimiento.

Decimocuarto: Que esta Corte Su-
prema ha manifestado en sentencias 
dictadas previamente, que el Código 
Procesal Penal, regula a lo largo de 
su normativa las funciones de la po-
licía en relación a la investigación de 
hechos punibles y le entrega un cierto 
nivel de autonomía para desarrollar 
actuaciones que tiendan al éxito de la 
investigación. Tal regulación, en todo 
caso, contempla como regla general 
que su actuación se encuentre sujeta 
a la dirección y responsabilidad de los 
representantes del Ministerio Público 
o de los jueces (artículo 80 del Código 
Procesal Penal).

Es así como, el artículo 83 del mis-
mo texto legal establece expresamente 
el marco regulatorio de la actuación 
policial sin orden previa o instrucción 
particular de los fiscales permitiendo 
su gestión autónoma para prestar au-
xilio a la víctima (letra a); practicar la 
detención en casos de flagrancia con-

forme a la ley (letra b); resguardar el 
sitio del suceso con el objeto de facilitar 
la intervención de personal experto 
de la policía, impedir la alteración o 
eliminación de rastros o vestigios del 
hecho, etcétera, (letra c); identificar 
testigos y consignar las declaraciones 
que ellos presten voluntariamente, 
tratándose de los casos de las letras 
b) y c) citadas (letra d); recibir las de-
nuncias del público (letra e) y efectuar 
las demás actuaciones que dispusieren 
otros cuerpos legales (letra f).

En relación a la hipótesis contem-
plada en la letra b)  antes citada, el 
artículo 130 del código adjetivo define 
lo que se entiende por situación de fla-
grancia, señalando que se encuentra en 
ella el que actualmente se encontrare 
cometiendo el delito (letra a); el que 
acabare de cometerlo (letra b); el que 
huyere del lugar de comisión del delito 
y fuere designado por el ofendido u 
otra persona como autor o cómplice 
(letra c); el que en tiempo inmediato 
a la perpetración de un delito fuere 
encontrado con objetos procedentes 
de aquél o con señales en sí mismo, 
o en sus vestidos, que permitieren 
sospechar su participación en él, o con 
las armas o instrumentos que hubieren 
sido empleados para cometerlo (letra 
d) y el que las víctimas de un delito que 
reclamen auxilio, o testigos presencia-
les, señalaren como autor o cómplice 
de un delito que se hubiere cometido 
en un tiempo inmediato (letra e), pre-
cisando, a continuación, lo que debe 
entenderse por “tiempo inmediato”, 
para los efectos de estas dos últimas 
hipótesis enunciadas.
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Decimoquinto: Que las disposicio-
nes recién expuestas establecen que la 
regla general de la policía es que sus 
actuaciones se realicen bajo las órdenes 
o instrucciones del Ministerio Público 
y como excepción, su desempeño au-
tónomo en la ejecución de gestiones y 
detenciones en precisos y determina-
dos casos delimitados claramente por 
el legislador, que incluso ha fijado un 
límite temporal para su vertiente más 
gravosa (las detenciones) con el objeto 
de eliminar o reducir al máximo la dis-
crecionalidad en el actuar policial del 
que se derive restricción de derechos.

Dicha regulación, trata entonces, 
de conciliar una efectiva persecución 
y pesquisa de los delitos, con los de-
rechos y garantías de los ciudadanos, 
estableciéndose en forma general la 
actuación subordinada de los entes 
encargados de la ejecución material 
de las órdenes de indagación y ase-
guramiento de evidencias y sujetos 
de investigación al órgano encargado 
por ley de la referida tarea, los que a 
su vez actúan conforme a un estatuto 
no menos regulado –y sometido a 
control jurisdiccional– en lo referido 
a las medidas que afecten los derechos 
constitucionalmente protegidos de los 
ciudadanos.

De su tenor entonces, aparece evi-
dente que en cuanto se trata de norma-
tiva de excepción, estricta y precisa por 
la naturaleza de los derechos afectados 
en su consagración, su interpretación 
debe sujetarse a parámetros semejantes 
de restricción.

Decimosexto: Que, como conclusión 
de todo lo que se viene explicando, los 

agentes policiales ingresan debidamen-
te autorizados por la madre del encau-
sado al inmueble, durante el curso de 
una fiscalización ante una denuncia, 
y una vez en su interior descubren 
tanto las plantas de marihuana y una 
escopeta hechiza, lo cual, conforme a 
los artículos 83 letra b), 129, inciso 2º, 
y 130 letra a) del Código Procesal Penal 
imponía a los agentes su detención así 
como el registro del lugar y posterior 
incautación de la droga encontrada en 
el lugar, según prescriben los artículos 
83 letra c)  y 187 del mismo código, 
todo ello sin necesidad de instrucción 
del Fiscal o autorización del Tribunal 
de Garantía, pues las normas antes 
mencionadas permiten a los policías 
actuar autónomamente en esos casos, 
de concurrir los requisitos que ellas 
enuncian, lo que sucede en la especie.

Decimoséptimo: Que la autorización 
otorgada por la propietaria del inmue-
ble, conforme a los antecedentes y 
alegaciones efectuadas en estrados, se 
refería a toda la propiedad y no sólo al 
patio de ella, como lo sostiene el arbi-
trio, puesto que no fue controvertido 
que la madre del imputado autorizó la 
entrada y registro sin precisar que se 
refería a una dependencia determina-
da. La defensa concluye esta limitación 
a la autorización de la circunstancia 
por la circunstancia que las plantas se 
encontraron en el patio, pero ello no 
descartaba que pudiera haber otras 
especies vegetales en otra habitación 
de la casa. 

En lo que respecta a la autorización 
judicial, cabe señalar que el artículo 
215 del Código Procesal Penal, mo-
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dificado por la Ley Nº 20.931 de 5 de 
julio de 2016, dispone que “si durante 
la práctica de la diligencia de registro 
se descubriere objetos o documentos 
que permitieren sospechar la existencia 
de un hecho punible distinto del que 
constituyere la materia del procedi-
miento en que la orden respectiva se 
hubiere librado, podrán proceder a 
su incautación, debiendo dar aviso de 
inmediato al fiscal, quien los conserva-
rá.” Por consiguiente, no es necesario 
obtener una autorización judicial, pues 
la norma no lo exige.

Decimoctavo: Que, en definitiva, al 
no demostrar el compareciente una 
violación sustancial a garantías cons-
titucionales, el arbitrio instaurado 
no puede prosperar y se impone su 
denegación.

Y visto, además, lo prevenido en 
los artículos 373, 374, 377 y 384 del 

Código Procesal Penal, se rechaza el 
recurso de nulidad formalizado por 
la asistencia letrada del condenado 
Luis Eduardo Yáñez Salas, contra la 
sentencia de dieciocho de enero de dos 
mil diecinueve, y contra el juicio oral 
que le antecedió en el proceso RUC 
Nº 1700341406-k y RIT Nº 185-2019 
del Tribunal de Juicio Oral en Lo Penal 
de Rancagua, los que en definitiva, no 
son nulos.

Regístrese y devuélvase.
Redacción a cargo del Ministro 

Sr. Valderrama.
Pronunciado por la Segunda Sala 

de la Corte Suprema integrada por 
los Ministros (as) Carlos Künsemüller 
L., Haroldo Osvaldo Brito C., Manuel 
Antonio Valderrama R., Ministro Su-
plente Juan Manuel Muñoz P. y Abo-
gada Integrante Leonor Etcheberry C. 

Rol Nº 29950-2019.


